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1. INTRODUCCION 
 
Toda relación laboral es bilateral, no obstante, de la misma pueden beneficiarse 
terceras personas naturales o jurídicas con la finalidad de optimizar recursos reduciendo 
costos en su proceso productivo y además, a criterio de otros,  para mejorar o fortalecer el 
núcleo del negocio o actividad del beneficiario;  evitando por demás,  riesgos jurídicos 
derivados de una relación laboral directa, los cuales en principio,  se busca que sean 
trasladados y asumidos por ese tercero intermediario e independiente, que funge como el 
Empleador en aquella relación laboral.  
 
La anterior hoy en día se ha deformado en una generalizada y habitual practica de 
contratación en todos los sectores productivos de la economía a través de tres figuras 
fundamentales que la soportan y que han sido objeto de un amplio análisis jurisprudencial 
por las Altas Cortes en Colombia, tales como lo son:  El contratista independiente (Art: 
34 C.S.T), el Simple Intermediario, las Empresas de Servicios Temporales(EST) y las 
Cooperativas de trabajo asociado (CTA) creadas por la Ley 79/1988.   
 
Para los fines del presente estudio y con el proposito de precisar el alcance de los 
términos intermediación laboral y tercerización, adoptaremos la definición de 
intermediación laboral que nos trae el articulo 1 del decreto 3115 de 1997: “ Es la 
actividad encaminada a poner en contacto a oferentes y demandantes de mano de obra 
dentro del mercado laboral para que mutuamente satisfagan sus necesidades , 
entendiéndose como oferentes de mano de obra  a las personas naturales que están a 
T e r c e r i z a c i ó n  d e l  R e c u r s o  H u m a n o  y  C o n t r a t o  | 7 
 
  
disposición de ofrecer su fuerza de trabajo en un mercado laboral y, como demanda de 
mano de obra el reconocimiento de las diferentes unidades económicas para que su 
vacantes sean ocupadas por personas calificadas para el desempeño de las mismas”1;  
así mismo para definir el termino tercerización acudiremos a la definición aportada por la 
Federación Internacional de Sindicatos de la Química, Energía, Minas e Industrias 
Diversas ICEM  en su documento “Tercerización o subcontratación: un fenómeno de 
grandes dimensiones”  en el cual se explica que este fenómeno se da “cuando 
determinada actividad deja de ser desarrollada por los trabajadores de una empresa y es 
transferida para otra empresa o contratista. Esta otra empresa o contratista, es una 
tercera persona que interviene en la producción o la prestación del servicio, de ahí el 
nombre tercerización  al proceso mediante el cual se transfieren actividades de la 
empresa que ejerce determinada actividad a otras”.  
 
Por lo anterior es que uno de los mayores impactos que ha tenido la intermediación 
o tercerización de la relación laboral y del recurso humano propiamente dicho, ha sido el 
ocurrido en el sector de la Salud en Colombia, en donde a partir de la entrada en vigencia 
de la Ley 100/93 se abrió la brecha para que el estado y el particular atienda las 
necesidades en salud del estado Colombiano, las consecuencias del fenómeno de la 
tercerización exceden de los sujetos intervinientes,  derivando también en una 
generalizada e indebida prestación del servicio de salud en los regimenes contributivo y 
subsidiado del sistema de seguridad social en salud en Colombia, el cual obedece y es 
consecuencia de muchos otras factores que lo integran. 
 
                                                 
1 Articulo 1 del decreto 3115 de 1997 
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En efecto, y teniendo en cuenta el universo normativo mediante el cual se 
reglamentaron las diferentes instituciones de la seguridad social en salud en Colombia al 
amparo de la Ley 100/93,  se advierte que el presente trabajo se ciñe a toda relación 
laboral de aquella persona natural directamente involucrada en la prestación personal de 
los servicios de salud a través de las IPS y EPS, entendiéndose como tal al medico 
general o especialista, enfermero y auxiliar de enfermería así como otros agentes a fines 
intervinientes en el diagnostico y tratamiento de los padecimientos de salud de los 
usuarios en dichas instituciones;  los cuales dada su particular vinculación a la entidad 
contratante se mueven en una gran esfera de relaciones laborales dentro de diversas 
formas de tercerización de la relación laboral enmarcada a su vez dentro de lo que la 
jurisprudencia a denominado “El contrato Realidad”.  
 
Por último es importante mencionar que el análisis de las diferentes formas de 
vinculación de los trabajadores del sector salud sectorizado, se realizará el segundo 
semestre del año 2012 sobre una muestra porcentual de las EPS con mayor numero de 
afiliados en la ciudad, bajo la óptica de la legislación laboral vigente y desarrollo 
jurisprudencial vigente de la Corte Constitucional y de la Corte Suprema de Justicia en su 
Sala de Casación Laboral.  
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2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
Los empleados del sector de la salud vinculados a través de modelos de 
tercerización laboral o mediante contratos de presentación de servicios indefinidos en el 
tiempo, constituyen una clara muestra de vulneración de los derechos laborales en el 
sector, lo cual en no pocas ocasiones se traduce en una generalizada mal prestación del 
servicio,  que sumada a la carga administrativa que es obligada a soportar por los 
destinatarios del sistema de salud han generado la opinión unánime de un sistema 
insuficiente e ineficiente, al cual solo se es posible acceder para satisfacción de las 
necesidades a través del mecanismo de tutela.  
 
En efecto la Falta de mecanismos y herramientas de control que permitan la real y 
efectiva protección de los derechos laborales de los profesionales del sector de la salud, 
ha contribuido para que en este sector prime la vinculación laboral a través de contratos 
de prestación de servicios y a través de C.T.A donde no obstante la primacía de la 
realidad apunte a que la naturaleza del vínculo sea laboral la excepción de la vinculación 
lo constituye el contra de trabajo. 
 
2.1 Formulación del Problema. 
 
¿En la vinculación laboral de los profesionales de la salud en Colombia, nos 
encontramos en todos los casos frente a reales contratos de trabajo bajo la presunción del 
artículo 24 del C.S.T.? 
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2.2 Sistematización del Problema. 
 
¿Ante la vinculación de los profesionales de la salud mediante contrato de 
prestación de servicios,  estamos en presencia de reales contratos de trabajo indefinidos 
en el tiempo?  
 
¿Qué tipo de empresas las Empresas de Servicios Temporales EST) y las 
Cooperativas de trabajo asociado (CTA) están facultadas por la ley para proveer el 
recurso humano para la prestación de servicios de salud en las ESEs?  
 
¿Qué ventajas, desventajas y riesgos tiene la contratación con terceros para las IPS, 
EPS Y ESEs?  
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3. HIPOTESIS. 
 
Tal como se ha visto el modelo de sistema privado de prestación de atenciones en 
salud creado con la Ley 100 de 1993, ha obligado a los actores privados del sistema a 
adoptar comportamientos y medidas propios de un mercado económico competitivo y 
rentable donde la utilidad y sostenibilidad financiera desplaza el fin último de cobertura y 
protección en todas las contingencias de salud de la población afiliada. 
 
Es evidente entonces que la consecuencia del modelo de prestación de los servicios 
de salud en Colombia ha hecho de la tercerización laboral y el contrato de prestación de 
servicios la única forma de vinculación laboral posible, en tanto permite esencialmente al 
operador reducir costos operativos por cuanto se evade el pago de aportes parafiscales al 
SENA e ICBF, igualmente se evita la obligación de afiliación a cajas de compensación 
familiar y para el caso de contratistas independientes estos asumen todos los riesgo y para 
los cooperados en algunos casos se traslada el valor de las cotizaciones a la seguridad 
social y en general No se da aplicación a la legislación laboral. 
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4. JUSTIFICACION 
 
El impacto de la globalización en las empresas y en general en la economía de 
cualquier sector productivo obliga hoy en día a todos sus actores a enfocar esfuerzos para 
ser más eficientes y productivos2, lo cual entre otros aspectos se traduce también en la 
reducción de costos del proceso productivo.  
 
Ante este panorama, la intermediación y la tercerización de toda la relación laboral, 
ha tomado un papel protagónico en todos los agentes productivos de la industria en 
Colombia.  No obstante, igual horizonte ha permeado también el sector de la salud y sus 
administradores tanto públicos como privados, con lo cual se hace pertinente y necesario 
el análisis de este sector a fin de esbozar el panorama de contratación laboral al interior 
de EPS, IPS y ESES en Colombia. 
 
Si bien la intermediación laboral se ha consolidado como una de las formas más 
atractivas de vinculación laboral en el sector empresarial, resulta acertado estudiar el 
impacto de dicha vinculación en el modelo de seguridad social vigente en Colombia, el 
cual desde la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993,  dio paso a un sistema privado 
de prestación de atenciones en salud, que al igual que cualquier otro agente productivo 
del sector empresarial en el país,  ha obligado a este modelo a echar mano de 
                                                 
2 PEREZ García Camilo. Tercerizar o no tercerizar, esa es la cuestión. Publicación de 
actualidad económica. 1. 
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herramientas que lo hagan más eficiente,  rentable y competitivo en su actividad, al 
adoptar  figuras de intermediación y tercerización laboral como: 
 El contratista independiente (Art: 34 C.S.T). 
 El Simple Intermediario. 
 Empresas de Servicios Temporales (EST). 
 y las Cooperativas de trabajo asociado (CTA). 
 
La principal consecuencia de la intermediación y tercerización laboral, es que no se 
tiene el elemento anterior y permanente al bienestar laboral, la estabilidad, el cual junto 
con otros factores de mediación directa con el beneficiario del servició, propias de toda 
relación laboral, dentro de un dialogo normal y habitual trabajador-empleador, y por qué 
no de la misma negociación colectiva entre otros,  deberían llevar a una adecuada 
relación laboral y a garantizar el desarrollo práctico del concepto de "trabajo decente", 
según la OIT, o trabajo digno, según nuestra Constitución.   Contrario a ello, la 
intermediación y tercerización laboral, es el principal factor de vulneración de derechos 
laborales. 
 
Ahora bien, más allá, de las consecuencias mediáticas y lesivas en el desempeño y 
ambiente laboral del trabajador inmerso en el triángulo de la intermediación, resultan las 
repercusiones que tiene esta,  en los profesionales de la salud del sector público y privado 
los cuales, aun cuando en algunos casos como independientes contratistas, presten su 
actividad al amparo de un contrato de prestación de servicios, suscrito directamente o por 
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qué no a través de intermediario; la presentación subordinada y continuada de su 
actividad está ligada al cumplimiento necesario y forzoso de extensas jornadas laborales, 
previamente asignadas, pero al margen de cualquier garantía laboral y ocupacional, 
propia  de cualquier contrato de trabajo en general.  
 
Por lo anterior,  también  es necesario analizar  el ámbito de vinculación de los 
profesionales de la salud a través de los Contratos directos de Prestación de Servicios 
profesionales, pues en ellos no es posible admitir confusión alguna con otras formas 
contractuales ni en general con los elementos configurativos de la relación de trabajo,  
pero en el cual y al amparo de lo consagrado en la Constitución Política en su artículo 53, 
como principio de la primacía de la realidad: "Hay primacía de la realidad sobre las 
formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales" ,  sitúa al 
profesional al margen de cualquier protección de su derechos laborales que no estén 
sujetos al despido y a la posibilidad de continuar con su empleo luego de acudir a la 
jurisdicción ordinaria en defensa del mismo. 
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5. OBJETIVOS 
 
5.1 Objetivo General 
 
Establecer que en la vinculación laboral de los profesionales de la salud en 
Colombia realizada a través de modelos de tercerización o intermediación laboral, así 
como mediante contratos de prestación de servicios, nos encontramos en todos los casos 
frente a reales contratos de trabajo bajo la presunción del artículo 24 del C.S.T. y el 
desarrollo jurisprudencial dado por las altas cortes. 
 
5.2 Objetivos Específicos 
 
 Establecer la normatividad vigente que favorece los modelos de tercerización 
laboral y que son utilizados por las IPS, EPS Y ESEs. 
 
 Comparar la normatividad vigente aplicable a los modelos de tercerización laboral 
utilizados por las IPS, EPS Y ESEs con la línea jurisprudencial adoptada por la 
Corte Constitucional para proteger los derechos laborales del trabajador.  
 
 Enumerar las ventajas y riesgos tiene la contratación con terceros para las IPS, 
EPS Y ESEs.  
 
 Proponer recomendaciones finales que permitan garantizar la efectividad de los 
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derechos laborales de los profesionales del sector de la salud en Colombia. 
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6. MARCO REFERENCIAL 
 
6.1 Estado de Arte o Antecedentes Investigativos 
 
El modelo de globalización iniciado en Colombia desde la década de los 90, cuando 
se suscribió el Consenso de Washington, y que supeditó el desarrollo del país a la esfera 
económica y a la reducción del Estado,  ha tenido implicaciones sociales, económicas, 
políticas y culturales, a través de la implementación de modelos neoliberales que no han 
sido ajenos al sistema de salud en Colombia.  De tal suerte que ante este nuevo panorama 
la salud obedece también a una concepción global3, donde priman los acuerdos de 
inversión y comercio por encima de los acuerdos sociales y ambientales, con lo cual se 
marca una notoria inclinación reduccionista en materia de protección de los derechos 
laborales y sindicales, en especial de los profesionales de la salud del sector público y 
privado, el cual es absorbido en su mayoría por el agente privado caracterizado, además, 
por la falta de mecanismos de protección real y efectiva de los derechos laborales de 
aquellos, los cuales el estado a través de sus entidades administrativas y organismos de 
control esta llamado a proteger, tal cual lo expreso la Corte Constitucional en Sentencia 
C-171/12:  
 
 “Finalmente, esta Corporación encuentra necesario advertir nuevamente a 
las autoridades administrativas y empleadores del sector público, así como 
también a las empresas privadas y empleadores del sector privado, la necesidad de 
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que respeten el vínculo laboral para el desempeño de funciones permanentes y 
propias del objeto de las entidades contratantes, de manera que se garantice el 
contrato laboral y se protejan los derechos laborales de los trabajadores. A este 
efecto, la Sala recuerda que el desconocimiento del vínculo laboral y de los 
derechos laborales de los trabajadores acarrea graves consecuencias 
administrativas y penales. Por lo anterior, la Corte reitera en esta nueva 
oportunidad, la exhortación que se le hiciera en la sentencia C-614 de 2009 a la 
Contraloría General de la República, a la Procuraduría General de la Nación y al 
Ministerio de la Protección Social, y la hace extensiva especialmente al hoy 
creado Ministerio de Trabajo “Mintrabajo”, con el fin de que estas entidades 
administrativas y organismos de control, especialmente el Mintrabajo, entidad que 
tiene como finalidad principal la garantía y protección de los derechos laborales 
de los trabajadores colombianos, adelanten, en el marco de sus facultades 
constitucionales y legales, las funciones de vigilancia y control de su 
competencia, desarrollen las actuaciones necesarias y adopten las decisiones 
pertinentes, con el fin de impedir la aplicación abusiva de figuras 
constitucionalmente válidas, como el contrato de prestación de servicios, cuando 
mediante su utilización se desconozca el contrato laboral, los derechos de los 
trabajadores y se promuevan procesos de deslaboralización y tercerización, tanto 
en el sector público como en el privado, lo cual es abiertamente inconstitucional”.  
 
                                                                                                                                                 
3 Labonté R, Wise M. Comercio y salud. Documento para la Mesa de negociaciones 
Organización Mundial del Comercio de Seattle. Rev Fac Nac  Salud Pública 2002; 20 
(1): 145 – 148. 
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Por lo anterior y ante el reciente llamamiento de la Corte Constitucional a entidades 
del orden nacional para que ejerzan una efectiva vigilancia y control sobre el ejercicio 
abusivo de mecanismos legalmente validos que atentan contra los derechos laborales de 
los trabajadores, es que nos ubicamos ahora ante un nuevo panorama jurisprudencial 
donde la legalidad de figuras como la prestación de servicios y la intermediación laboral, 
deben replegarse en la medida en que han desnaturalizado y desconocido el contrato 
laboral, convirtiéndose hoy en día una herramienta potencialmente inconstitucional  en 
tanto la excepción siga siendo el contrato laboral. 
 
6.2 Marco Teórico. 
 
Tercerización Laboral Y La Contratación De Prestación De Servicios En El Sector 
De La Salud. 
  
La gran mayoría de los profesionales de la salud en Colombia sufren graves 
problemas laborales, emanados de las condiciones contractuales en las que desempeñan 
su trabajo, el recorte de los derechos laborales, el amplio desconocimiento de la 
legislación pertinente, junto con la ignorancia frente a los  mecanismos de protección y la 
debilidad de los sistemas de control que ha conducido a incrementar los índices de 
impunidad en la materia. Estamos en presencia de una profunda crisis médica con 
respecto a las modalidades de pago y contratación, sin embargo, aunque el problema 
viene de tiempo atrás e involucra a todos los trabajadores del país, con la entrada en 
vigencia el pasado 16 de junio del Decreto 2025 de 2011 se abrió en el país un debate 
T e r c e r i z a c i ó n  d e l  R e c u r s o  H u m a n o  y  C o n t r a t o  | 20 
 
  
sobre la tercerización laboral y la contratación de prestación de servicios en las entidades 
públicas, particularmente en el Sector de la Salud y la Seguridad Social, que bien genera 
el mismo ambiente de inseguridad jurídica cuando encontramos que desde el 2 de 
septiembre de 2009 la Corte Constitucional ya había proferido la Sentencia C-614 que 
declaró exequible la prohibición para contratar prestación de servicios para realizar 
actividades permanentes de las entidades públicas, actividades que deben ser prestadas 
con personal de planta, contemplada en el inciso final del artículo 2 del Decreto 2400, 
subrogado por el artículo 1º del Decreto 3074 de 1968, por citar un ejemplo. 
 
La relación laboral en Colombia ha venido cambiando de un sistema de protección 
a un sistema altamente flexible, en el que es común una relación contractual de prestación 
de servicios, que se escuda tras la figura de la CTA. En los años setenta la legislación 
laboral limitaba los contratos a término fijo y prohibía los que se pactaban inferiores a un 
año, con el fin de ofrecerles a los trabajadores estabilidad. 
 
El objetivo inicial fue la consolidación del contrato laboral, siendo la prestación de 
servicios la excepción. El contrato estaba acompañado de formas garantistas de 
relaciones laborales, como las que se encontraban definidas por convenciones colectivas, 
que junto con el Código Laboral, constituían la base de la legislación, para que fueran los 
mismos trabajadores, junto con los empleadores, quienes regularan las condiciones de 
trabajo. 
 
El Estado era considerado un gran empleador y este estatus demandaba una 
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legislación especial para los trabajadores del Estado y para los funcionarios públicos, que 
les distinguía del sector privado. Los empleados eran incentivados a la vinculación a 
sindicatos, siendo por ello protegidos con fueros especiales (privilegios que tiene el 
trabajador adscrito a un sindicato de no poder ser despedido o desmejorado de su cargo 
sin permiso del inspector). 
 
Los tipos de contratación para ese momento eran: un contrato a término fijo, 
empleado en situaciones excepcionales, en donde un trabajador debía desarrollar su 
actividad en un periodo de tiempo establecido con antelación, a cambio de honorarios; un 
contrato a término indefinido para desarrollar una labor de manera indeterminada o hasta 
cuando, de común acuerdo, ambas partes decidieran terminarlo; y un contrato por 
duración de una obra o labor determinada en el que no existían plazos. En esa época, el 
derecho del trabajo era parte del desarrollo de la sociedad. 
 
La Globalización Y Apertura Económica En El Sistema De Seguridad Social En Salud 
En Colombia.  
 
En la década de los ochenta comenzó a introducirse la política liberal y neoliberal, 
con la que se le daba mucho más valor a la producción. Lo social comenzó a verse como 
un obstáculo que había que derribar para poder manejar lo económico de manera más 
eficiente. Esa política neoliberal comenzó a incidir en la expedición de leyes más 
flexibles, frente a lo económico y lo laboral. Fue entonces cuando apareció la Ley 50 de 
1990, con la que fueron redefinidos los conceptos de estabilidad y relación laboral.  A 
T e r c e r i z a c i ó n  d e l  R e c u r s o  H u m a n o  y  C o n t r a t o  | 22 
 
  
partir de ese momento el contrato a término fijo podía pactarse inferior a un año; se 
desmontaron las acciones de reintegro y se redujeron las indemnizaciones a los 
trabajadores. 
 
Sin embargo, la Constitución de 1991 definió nuevamente al Estado como un 
Estado Social de Derecho, lo cual implicó una reivindicación de lo social, traducida en 
una amplia preocupación por la dignidad humana y por los derechos fundamentales de las 
personas. Bajo este concepto se pretendía la estabilidad en el empleo, la irrenunciabilidad 
a los beneficios mínimos y el respeto por los derechos del trabajador. 
 
Después del año 2000, la tecnología empezó a convertirse en el bastión de las 
empresas y se volvió fundamental en la producción y el crecimiento económico del país, 
desembocando en desplazamiento de personal y en el aumento paulatino de los índices de 
desempleo. Por su parte, el derecho laboral comenzó a ser un derecho en contracción, 
debido a que la economía de mercado definía la competitividad y las condiciones 
laborales que influían en el costo final del producto. Por ende, empezaron a visualizarse 
en el mercado formas alternas de contratación, que respondieran a las necesidades del 
mercado. Desde entonces, los contratos de prestación de servicio se hicieron la regla 
general; se cedió el derecho al trabajo en función del desarrollo económico del país y el 
Estado se convirtió sólo en un supervisor, por lo cual, el derecho laboral colectivo se 
sumió en una crisis que persiste en nuestro días. 
 
Emergió en primera instancia la figura del outsourcing que abrió la puerta y marco 
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el camino hacia la tercerización de las relaciones laboral, todo basado en la en la creación 
de empresas que se encargan de suplir algunas de las funciones de otras, ofreciendo 
servicios a través de diferentes formas de contratación no laborales. Siendo en este punto 
donde conceptos como el de Cooperativas de trabajo asociado tomarían un nuevo rumbo, 
para suplir faltas definitivas y absolutas de los empleados de la empresa usuaria. Así 
mismo y con un mayor margen jurídico de aplicación las empresas de servicio temporales 
incursionan para que se presta por su intermedio un servicio temporal, que requiere el 
pago de administración, y por el cual pueden vincularse trabajadores laborales y otros en 
misión, empleados por seis meses o máximo un año. 
 
Las Nuevas Modalidades De Contratación En Salud Y La Jurisdicción Ordinaria 
Laboral. 
 
De acuerdo con el Dr. Jorge Manrique4, experto en derecho del trabajo, todos los 
escenarios y modalidades de contratación laboral atípica, que se alejan de la contratación 
laboral tradicional en planta, presentan simultáneamente ventajas y desventajas. 
 
Si bien es cierto, y ello resulta indiscutible en la mayoría de los casos, el tradicional 
derecho del trabajo otorga al trabajador un plus de mayor protección y certeza sobre las 
condiciones de trabajo, también lo es que para determinados colectivos de trabajadores, 
especialmente aquellos altamente calificados como sería el caso de los especialistas, los 
esquemas de contratación laboral atípicos pueden ser utilizados de la mejor manera 
                                                 
4BERMÚDEZ ALARCÓN, Katerine y MANRIQUE VILLANUEVA, Jorge E. Protección del 
derecho al trabajo. Universidad Externado de Colombia. 2011.  P. 44. 
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tratando de capitalizar las ventajas que existen en estos esquemas. 
 
A modo de ejemplo se tiene que en los escenarios de contratación atípicos (en un 
mercado de trabajo donde la demanda sea mayor que la oferta), pueden aprovecharse 
coyunturas para negociar mejores condiciones de trabajo. Otro ejemplo se tendría frente a 
la situación laboral de un especialista que tenga la condición de empleado público y la de 
otro que se encuentre en una condición de contratación laboral atípica, donde se podría 
decir que este goza de mayor libertad y movilidad, con la posibilidad de negociar con su 
contratante, situación que aquel no podría plantear a su empleador público como seria en 
el caso  de las ESEs. De las alternativas de contratación laboral atípicas se tiene que la 
más atractiva es la conformación de auténticas cooperativas de trabajo asociado que 
vinculen verdaderos trabajadores cooperados y no remedos de estas o simples 
intermediarias. 
 
Algunas de las ventajas que tienen las verdaderas CTA, esto es, las que realizan en 
la práctica los principios cooperativos podrían ser: 
 
• Buenas condiciones de trabajo. 
• Flexibilidad laboral. 
• Autogestión. 
• Auto productividad. 
• Retornos cooperativos y beneficios. 
• Capacidad de tener representación. 
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Por su parte, dentro de las desventajas de desempeñarse en los escenarios de 
contratación atípica, podemos considerar el hecho de que el contratista no cuenta con 
indemnización, no tiene garantías de seguridad social y tributaria, no cuenta con la 
amplia protección jurídica que ofrece el contrato laboral, como la remuneración para 
descansos, dominicales y vacaciones, ni tampoco con beneficios adicionales y 
extralegales. 
 
A modo de conclusión y desde una perspectiva muy amplia, se evidencia que el 
panorama de la contratación laboral en Colombia parece estar cambiando en virtud de los 
acuerdos comerciales que en materia de TLC se están pactando. 
 
Sin embargo, los analistas del tema coinciden que el compromiso que se debe 
asumir, desde los diferentes sectores sociales y empresariales, es garantizar el trabajo 
digno que permita el pleno desarrollo de los trabajadores. 
 
Las Cooperativas de Trabajo Asociado. 
 
Las Cooperativas de Trabajo Asociado se crearon con el objetivo de asociar un 
grupo de trabajadores en pro del mejoramiento de su calidad de vida, a través de un 
esquema mutual de cooperativismo, mediante el ofrecimiento de su fuerza laboral para 
beneficios de todos los asociados. Están definidas en el articulo 4 de la ley 79 1988 como 
“la empresa asociativa sin ánimo de lucro, en la cual los trabajadores o los usuarios, 
según el caso, son simultáneamente los aportantes y los gestores de la empresa, creada 
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con el objeto de producir o distribuir conjunta y eficientemente bienes o servicios para 
satisfacer las necesidades de sus asociados y de la comunidad en general”. En principio 
y tal y como fue creada esta figura no podría existir subordinación alguna entre los 
asociados (cooperativa) y la empresa usuaria,  de allí que las mismas no estén sujetas a la 
legislación laboral ordinaria. 
 
En las CTA la asociación es voluntaria y libre, se rigen por el principio de igualdad 
de los asociados, no existe ánimo de lucro, la organización es democrática, el trabajo de 
los asociados es su base fundamental, desarrolla actividades económicas sociales, hay 
solidaridad en la compensación o retribución, existe autonomía empresarial y se 
constituyen con un mínimo de diez (10) socios.  
 
No obstante lo anterior hoy en día tal figura se ha desdibujado, dando lugar a una 
simple y verdadera INTERMEDIACION LABORAL, donde dado que no se cumple con 
el objeto social la misma cooperativa resulta SOLIDARIA con la empresa beneficiaria o 
usuaria de la obra, por el silencio de manifestar a aquella que su asociado lleva el tiempo 
suficiente de labores para la vinculación directa o creación del puesto de trabajo con un 
real contrato laboral.  
 
Las Empresas de Servicios Temporales. 
 
Se encuentran definidas por Artículo  71  de  la  Ley 50 de 1990, el Decreto 
Reglamentario N°24 de 1998 y  el decreto 4369 de 2006.  Son Aquellas personas 
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jurídicas, que contratan la prestación de servicios con terceros beneficiarios (empresa 
usuaria)  para colaborar TEMPORALMENTE en el desarrollo de sus actividades.  Su 
único objeto social debe ser suministrar trabajadores a terceros beneficiarios (usuarios), 
mediante personas naturales contratadas directamente por la E.S.T.    
 
Las E.S.T no pueden atender otras labores de intermediación, ni tener otro objeto 
social, que no sea el proveer la mano de obra calificada que temporalmente requiera la 
empresa usuaria.  
 
Por lo anterior el contrato entre la empresa temporal y la usuaria debe constar por 
escrito. 
 
Dentro de las E.S.T. existen do tipos de empleados: los de planta que desarrollan 
actividades laborales dentro y para la propia E.S.T. y los empleados en misión que son 
propiamente los que la E.S.T. envía a las instalaciones de la empresa usuaria.  
 
El trabajador en misión vinculado para ir a la empresa usuaria, debe tener los 
mismos beneficios de salario igual a quien reemplaza, tomando su eficiencia, antigüedad 
y auxilios en transporte, recreación y alimentación, igualmente causa  el derecho de 
vacaciones y prima de servicio cualquiera sea la duración de su contrato. Su única 
excepción es que si vinculación solo puede ser por un período de seis (6) meses, 
prorrogables por otro período igual. 
La E.S.T. son verdaderas empleadoras con sus 2 tipos de trabajadores, y el 
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beneficiario de la obra solo será solidario con la E.T.S en el pago de los aportes al 
sistema general de seguridad social, pues la empresa usuaria tiene la obligación de 
verificar el cumplimiento de todas las condiciones laborales de sus empleados en misión 
con la E.S.T. a la que pertenecen.  
 
Igualmente el artículo 13 del Decreto 24 de 1998, estableció que los usuarios de las 
empresas de servicios temporales sólo podrán contratar con éstas en los siguientes casos: 
 
1. Cuando se trate de las labores ocasionales, accidentales o transitorias a que se 
refiere el artículo 6o. del Código Sustantivo del Trabajo. 
2. Cuando se requiera reemplazar personal en vacaciones, en uso de licencia, en 
incapacidad por enfermedad o maternidad. 
3. Para atender incrementos en la producción, el transporte, las ventas de productos 
o mercancías, los períodos estaciónales de cosechas y en la prestación de servicios, por 
un término de seis (6) meses prorrogables hasta por seis (6) meses más. 
 
Si cumplido el plazo de seis (6) meses más la prórroga a que se refiere el presente 
Artículo, la necesidad originaria del servicio específico objeto del contrato subsiste 
en la empresa usuaria, ésta no podrá prorrogar el contrato ni celebrar uno nuevo con la 
misma o con diferente empresa de servicios temporales para la prestación de dicho 
servicio. 
 
Simples Intermediarios.  
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Son personas naturales o jurídicas, que contratan servicios de otras (empleador) 
para ejecutar trabajos en beneficio y por cuenta exclusiva del empleador.  
 
Principalmente se encargan de agrupar y coordinar los servicios de determinados 
trabajadores, para la realización de actividades inherentes o conexas al giro ordinario del 
empleador. Por ello uutilizan locales, equipos, maquinarias, herramientas u otros 
elementos del empleador para beneficio de éste.  
 
En sentencia de casación laboral del 27 de Octubre de 1999, radicación 12187, se 
clasificó los simples intermediarios en dos grandes grupos:  
Ocasionales: Aquellos que se limitan a reclutar trabajadores  para que presten sus 
servicios a un determinado empleador, quien será el que se beneficie de sus servicios, 
ejerza el poder subordinante, y pague la remuneración correspondiente.  
 
Permanentes: Aquellos que agrupan o coordinan  los servicios de determinados 
trabajadores para la ejecución de labores por cuenta del empleador.  
 
No obstante lo anterior cualquiera que sea la clase de intermediario, en ningún 
evento el simple intermediario actuará como empleador, ni ejercerá subordinación sobre 
los trabajadores, sin embargo sí será solidario prestacionalmente con el empleador en el 
evento en que guarde silencio con el trabajador frente a su calidad o condición de 
intermediario.  
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El contratista independiente.  
   
De acuerdo  con  lo dispuesto en el artículo 3o. del Decreto 2351  de  1965,  se trata 
de personas naturales o jurídicas que se comprometen  por  medio de un contrato civil o 
mercantil, a cambio de un precio, a realizar una o varias obras o a prestar un servicio en 
favor de la persona natural o jurídica con quien  contrate. 
 
Son verdaderos empleadores son sus subalternos y por ello asumen todos los 
riesgos, por lo que el beneficiario de la obra es un mero agente gerente responsable del 
pago del contratista independiente, y solo será solidario cuando la actividad contratada 
sea del giro normal de la empresa. 
 
Así mismo El Articulo 32 de la Ley 80/93 define el CONTRATO DE 
PRESTACIÓN de servicios como “Son contratos de prestación de servicios los que 
celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la 
administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse 
con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de 
planta o requieran conocimientos especializados. “En ningún caso estos contratos 
generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el término 
estrictamente indispensable.” De acuerdo con su definición legal, el contrato de 
prestación de servicios permite a las entidades estatales atender sus necesidades de 
“administración o funcionamiento”, cuando el personal vinculado a su planta de personal 
no es suficiente o no tiene los conocimientos especializados que la actividad demande. 
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En su interpretación gramatical5, como lo expresa la sala de consulta del servicio 
civil del Consejo de Estado, los vocablos “administración” y “funcionamiento” definen 
actividades de distinta naturaleza dentro de una organización, las cuales en la práctica 
administrativa se identifican respectivamente como “de apoyo” y “misionales”. Entonces, 
las entidades estatales, en virtud de la definición del contrato de prestación de servicios, 
están autorizadas de manera general para celebrarlo a fin de atender requerimientos de 
personal, tanto en el desarrollo de su objeto como en las tareas administrativas de soporte 
que éste requiere; pero siempre con sujeción a las restricciones establecidas en la norma 
que lo define. La jurisprudencia del Consejo de Estado es abundante al respecto; por 
ejemplo:  
 
 “La Sala considera que el sentido genuino de la expresión “…actividades 
relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad” es la de 
servir de marco para las actividades que desarrollará el contratista, pero no la 
de hacer viable cualquier contratación referida con tales actividades. En este 
caso puntual, asume una interpretación restrictiva por cuanto la expresión 
transcrita debe guardar relación con el literal d) del numeral 1 del artículo 24 de 
la ley 80 de 1993 y con el decreto 2170 de 2002. Este último, a pesar de ser 
reglamentario de la ley, aporta elementos que vistos en conjunto con la ley 80 de 
1993 y la ley 489 de 1998 limitan la interpretación. De acuerdo con lo anterior, 
las entidades estatales estarán facultadas para celebrar contratos de prestación 
de servicios con personas jurídicas bajo las siguientes limitaciones, provenientes 
                                                 
5 DRAE. Administración:”… 2. tr. Dirigir una institución. 3. tr. Ordenar, disponer, 
organizar, en especial la hacienda o los bienes…”. “Funcionamiento”, “1. intr. Dicho 
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del mismo estatuto de contratación: que sean servicios profesionales o trabajos 
artísticos que sólo puedan ser encomendados a determinadas personas jurídicas; 
o que comprendan el desarrollo directo de actividades científicas o tecnológicas; 
o que brinden apoyo a la gestión de la entidad cuando no hubiere personal 
suficiente para el servicio que se va a contratar, o cuando se trate de fines 
específicos; para todos los objetos señalados, que el contrato tenga una duración 
temporal, restringida a lo estrictamente necesario. Es decir, la naturaleza del 
contrato de prestación de servicios, vista desde la óptica de la contratación 
estatal y de los orígenes e historia de la figura contractual, no permite una 
interpretación e integración de contenido y efectos que llegue hasta la asunción 
de funciones administrativas propias de la entidad estatal por parte del 
contratista, ni a la representación de la misma frente a terceros, sin haberse dado 
cumplimiento a las prescripciones legales de índole imperativo, en este caso la 
ley 489 de 1998.”6  
 
Por su parte la jurisprudencia constitucional ha señalado que en este tipo de 
contrato “el grado de autonomía de la administración se ve ostensiblemente limitado”, y 
que “su duración debe ser por tiempo limitado y el indispensable para ejecutar el objeto 
contractual convenido”, de modo que si dicho objeto se convierte “en ordinario y 
permanente”, la entidad debe adelantar los trámites necesarios para crear los empleos 
respectivos en su planta de personal y apropiar los recursos para sus emolumentos, en 
                                                                                                                                                 
de una persona, de una máquina, etc.: Ejecutar las funciones que le son propias.” 
6 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Rad. 
41001-23-31-000-2004-00369-01(AP), sentencia de mayo 17 de 2007 
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cumplimiento del artículo 122 constitucional.7 
 
Las Cooperativas De Trabajo Asociado En El Sector De La Salud. 
 
Como se explico con anterioridad en las Cooperativas de Trabajo Asociado, El 
objetivo es generar y mantener trabajo para los asociados de manera autogestionaria (con 
autodeterminación, autonomía y autogobierno), mediante la producción de bienes, 
ejecución de obras y prestación de servicios, apartándose del derecho ordinario laboral, 
por cuanto como se explicó el trabajador es asociado, siendo al mismo tiempo trabajador 
y empleador.  
 
En las C.T.A. resulta determinante la autogestión de las mismas, para no convertirse 
en simples intermediarios y que sus asociados resulten beneficiarios del régimen laboral 
(Primacía de la realidad), siendo solidarios cruzados la empresa usuaria y la C.T.A. que 
no fungía como tal, situación que actualmente representa la generalidad de las 
vinculaciones a través de este modelo de tercerización.  
 
Por su parte, las empresas asociativas de trabajo, otra forma de tercerización como 
se anoto, se rigen por el Código de Comercio y funciona a través de la producción, la 
comercialización o la prestación de servicios a través de una empresa con ánimo de lucro. 
 
                                                 
7 Corte Constitucional, sentencia C-154-97 (marzo 19), Ref.: Exp. D-1430, Norma 
acusada: Num. 3 -parcial-, Art. 32, Ley 80/93: “…Dentro de la autonomía de la 
voluntad que tiene la administración para contratar, es necesario precisar que como 
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La mayoría de CTA se volvieron intermediarias laborales, al fungir como simples 
intermediarias o empresas de servicios temporales. Es así como se envían trabajadores o 
asociados a empresas con el fin de reducir los costos laborales. La diferencia entre una 
empresa de servicios temporales y las CTA es que la primera hace intermediación laboral 
con toda la infraestructura de la empresa donde se desarrolla el trabajo, en cambio, la 
cooperativa es quien desarrolla finalmente toda la empresa, porque tiene la materia prima, 
convirtiendo al contrato laboral para vincular a los profesionales de la salud en una 
institución de poca usanza. 
 
Así mismo es posible comenzar percibir que de esta manera se pierde el sentido de 
pertenencia por la entidad ante la cual se presta el servicio, siendo más complicado avalar 
los servicios ante los organismos de control y el mismo Estado. 
 
Las IPS y EPS tienen como paradigma y modelo general de contratación laboral de 
los profesionales de la salud un esquema de tercerización insourcing. Para algunos 
analistas del tema, el esquema paternalista que caracterizaba la concepción tradicional del 
derecho laboral ha sido superado ampliamente y, por el contrario, la Constitución Política 
de 1991 establece que las personas tienen derecho a participar en las decisiones que los 
afecten. 
Lo fundamental es conseguir un contrato donde el asociado tenga unas buenas 
condiciones de trabajo. Asimismo, la Organización Internacional del Trabajo (OIT) se ha 
pronunciado en favor del ejercicio cooperativo y ha respaldado la creación de 
                                                                                                                                                 
función administrativa que ejerce, constituye una función reglada, lo que significa 
que debe someterse estrictamente a las estipulaciones legales sobre el particular 
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cooperativas de trabajo asociado “auténticas”. Con base en los pronunciamientos 
internacionales se establece una clara defensa de este modelo. 
 
El artículo 63 de la Ley 1429 de 2010 establece  que “el personal requerido en toda 
institución y/o empresa pública y/o privada para el desarrollo de las actividades 
misionales permanentes no podrá estar vinculado a través de Cooperativas de Servicio de 
Trabajo Asociado que hagan intermediación laboral, o bajo ninguna otra modalidad de 
vinculación que afecte los derechos constitucionales, legales y prestacionales 
consagrados en las normas laborales vigentes. “Sin perjuicio de los derechos mínimos 
irrenunciables previstos en el artículo tercero de la Ley 1233 de 2008, las Pre-
Cooperativas y Cooperativas de Trabajo Asociado, cuando en casos excepcionales 
previstos por la Ley tengan trabajadores, retribuirán a estos y a los trabajadores asociados 
por las labores realizadas, de conformidad con lo establecido en el Código Sustantivo del 
Trabajo.  “El Ministerio de la Protección Social a través de las Direcciones Territoriales, 
impondrán multas hasta de cinco mil Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes, a 
las instituciones públicas y/o empresas privadas que no cumplan con las disposiciones 
descritas. Serán objeto de disolución y liquidación las Pre-Cooperativas y Cooperativas 
que incurran en falta al incumplir lo establecido en la presente Ley. El Servidor Público 
que contrate con Cooperativas de Trabajo Asociado que hagan intermediación laboral 
para el desarrollo de actividades misionales permanentes incurrirá en falta grave”. Esta 
disposición, hasta el momento, está prevista para que entre en vigencia a partir del 
primero de julio de 2013. 
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Sin embargo, dicho artículo no contiene prohibición alguna para que el elemento 
misional sea prestado por las CTA, lo que prohíbe la norma es desarrollar actividades de 
intermediación laboral. El propósito de la Ley es que en una CTA todos sean asociados y 
no haya personas por vínculo laboral o por prestación de servicios. 
 
Aunque la intermediación laboral en las CTA siempre  ha estado prohibida. Dejar 
en manos de las empresas contratantes la estructuración de factores de riesgo, de 
esquemas preventivos y de seguimiento; así como los exámenes periódicos de ingresos y 
egresos van en contra de la autonomía propia de esta institución. 
 
El propósito es mejorar las condiciones de trabajo y bienestar para los 
profesionales. Aunque no existe una figura de contratación ideal, la normatividad apunta 
a que las CTA tienen que convertirse en verdaderas empresas que fortalezcan sus 
estructuras. 
 
Principales Distinciones Entre Empresa De Servicios Temporales Y Cooperativa De 
Trabajo Asociado. 
 
Bajo la figura de Cooperativa de Trabajo Asociado se vienen constituyendo una 
gran cantidad de cooperativas que no desarrollan apropiadamente su objeto social, de ahí 
que operen ofreciendo actividades propias de las Empresas de Servicios Temporales, o 
especialmente en el sistema de salud para operar como Agrupadoras de servicios y 
productos en Salud,  situación contraria a lo dispuesto en la Ley 79 de 1988 y Decreto 
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468 de 1990; Ley 50 de 1990, Decretos 024 de 1998, 503 de 1998, 1703 y 2400 de 2002. 
 
Al respecto es importante precisar las Cooperativas de trabajo Asociado como 
autogestionarias que son, por mandato del artículo 1 del Decreto 468/90 deben tener 
participación activa de todos los asociados en todas las decisiones de la empresa 
cooperativa. Por el contrario en las E.S.T. los empleados en misión no participan en la 
gestión de la empresa usuaria o de servicios temporales. 
 
Igualmente las cooperativas de trabajo asociado deben integrar voluntariamente a 
sus asociados, y para cumplir con este propósito deben acatar sus regímenes y estatutos, 
con sujeción a la legislación propia de la economía solidaria y no a la laboral ordinaria 
(Articulo 3, Decreto 468/90). Por el contrario las EST vinculan laboralmente los 
trabajadores en misión para cumplir con las tareas o servicios contratados con un usuario 
sujeto a la legislación laboral. El artículo 74 de la ley 50/90 establece que los trabajadores 
en misión son aquellos que contratan las empresas de servicios temporales para cumplir 
con las tareas o el servicio contratado. A los trabajadores en misión se les aplica, en lo 
pertinente, lo dispuesto en el Código Sustantivo del Trabajo y demás normas del régimen 
laboral (artículo 75, Ley 50/90). 
 
Por lo anterior es que las cooperativas de trabajo asociado no pueden actuar como 
intermediarias laborales enviando trabajadores en misión pues desnaturalizarían la 
actividad empresarial cooperativa de trabajo asociado, además de no estar autorizada 
pues para ello se requiere cumplir con las normas establecidas en la legislación laboral y 
T e r c e r i z a c i ó n  d e l  R e c u r s o  H u m a n o  y  C o n t r a t o  | 38 
 
  
tener objeto social único y exclusivo (articulo 71 y 72, Ley 50/90). 
 
Las EST sí pueden enviar trabajadores en misión, siempre y cuando se encuentren 
autorizadas por el Ministerio de la Protección Social y dicha actividad se encuentra 
definida como único objeto social (articulo 72 y 82, Ley 50/90). El artículo 93 prohíbe a 
la empresa usuaria contratar servicios temporales cuando la EST no cuente con la 
autorización, y en caso de incumplimiento, el Ministerio de la Protección Social podrá 
imponer multas sucesivas. 
 
En materia prestacional y de salud las cooperativas de trabajo asociado no pueden 
actuar como agrupadoras para la afiliación colectiva a las EPS, (artículo 18, Decreto 1703 
de 2002) y se requiere la demostración efectiva de la condición de asociado y que éste 
trabaje directamente para la cooperativa. Igualmente el asociado como contraprestación a 
su labor recibe una compensación debidamente justificada y cuantificada en pro del 
mejoramiento de la calidad de vida de todos los asociados. 
 
Por el contrario en las E.S.T. se aplican las normas relativas a la afiliación al 
sistema de Seguridad Social de los trabajadores dependientes, y entran a reemplazar en 
todos los emolumentos y erogación al trabajador de la empresa usuaria que reemplazan 
con salario bonificaciones y primas al terno de la legislación laboral ordinaria. 
Las C.T.A. deben ser propietarias, poseedoras o tenedoras de los medios materiales 
de labor o de los derechos que proporcionen fuentes de trabajo o de los productos de 
trabajo. (Artículo 5, Decreto 468/90). Por ello se afirma que los asociados de las 
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cooperativas de trabajo asociado son los verdaderos dueños de la empresa, para lo cual 
hacen aportes sociales y contribuyen al crecimiento de la misma con el trabajo. En el caso 
de las EST los medios de labor son de propiedad de la empresa usuaria del servicio, el 
trabajador en misión no es socio, ni dueño, sino que realiza un trabajo o labor temporal en 
favor de un tercero que es el empresario usuario. 
 
Las cooperativas de trabajo asociado no pueden constituirse para beneficiar a 
sociedades o empresas comerciales, pues les está prohibido realizar acuerdos con 
sociedades que las hagan participar directa o indirectamente de los beneficios o 
prerrogativas que las leyes le otorguen a las entidades del sector solidario (numeral 2 del 
artículo 6 de la Ley 79/88 y numeral 2 del artículo 13 de la Ley 454/98). 
 
Al dedicarse la CTA a la labor propia de las EST, está sustrayendo al trabajador 
asalariado del régimen laboral favoreciendo al usuario de las especiales regulaciones del 
sector cooperativo. 
 
Las cooperativas de trabajo asociado deben establecer en sus regímenes de 
previsión social la forma de atender las contribuciones económicas para el pago de la 
Seguridad Social (Artículo 15, Decreto 468/90). 
 
Las E.S.T respecto de los trabajadores son responsables de la seguridad social 
(salud, pensiones y riesgos profesionales), en los términos del artículo 4 del Decreto 
24/98, y conforme a las normas propias de la legislación laboral. 
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En las cooperativas de trabajo asociado la terminación de un contrato con terceros 
no es causal para la exclusión o el retiro del asociado de la cooperativa, pues el asociado 
es dueño de su empresa y no puede ser excluido o retirado de la misma bajo el pretexto 
de la terminación del trabajo. La decisión de retiro voluntario corresponde únicamente al 
asociado por existir el principio Constitucional de la libre asociación (artículo 38 de la 
Constitución Nacional). 
 
En las E.S.T el trabajador puede ser desvinculado al finalizar la obra o labor o 
terminación del contrato de prestación de servicios entre la usuaria y la EST. 
 
Para finalizar las C.T.A. no pueden ser utilizadas como empresas de servicios 
temporales para lograr beneficios tributarios en beneficio de terceros, pues las cta. están 
exentas del impuesto de renta y complementarios, si se cumple con lo establecido en los 
artículos 19 y 358 del Estatuto Tributario, de lo contrario, deberán pagar impuesto con 
tarifa del 20% por pertenecer al régimen tributario especial. Las EST, tienen una tarifa 
del impuesto a la renta del 35% más la sobretasa del 10%. (Articulo 240 y 260-11 del 
Estatuto Tributario). 
 
De las distinciones anteriores, se concluye que al utilizar las CTA para enviar 
trabajadores en misión que deben estar sujetos al régimen laboral, se desnaturaliza la 
forma jurídica tanto de las CTA como de las EST, lo cual además de distorsionar su 
objeto social, anarquiza el mercado del trabajo, y produce perjuicios para el trabajador, el 
Estado y la sociedad, pues se evade el pago de aportes parafiscales al SENA e ICBF, así 
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como la obligación de patrocinar aprendices. 
 
Se evita la obligación de afiliación a cajas de compensación familiar y se traslada al 
cooperado, en algunos casos, el valor de las cotizaciones a la seguridad social. En general 
no se daría aplicación a la legislación laboral y además se produce una evasión tributaria 
en beneficio de terceros. 
 
Presunción Del Artículo 24 Del Código Sustantivo Del Trabajo. Primacía De La 
Realidad En El Sector De La Salud. 
 
Nunca ha sido más marcada la precarización laboral y el incentivo a las 
contrataciones mediante intermediarios, como en nuestros días y en especial en el sector 
de la salud a nivel nacional. Esto ha contribuido a la ruptura del tejido conductor de las 
instituciones prestadoras de servicios de salud y del ejercicio de la salud pública. El 
estimulo de la competencia entre las instituciones prestadoras, los profesionales para 
cubrir un mercado que privilegia el lucro por encima de los principios éticos y de los 
valores para salvaguardar y proteger la vida, ha contrariado su principio de integración y 
solidaridad con la población en la búsqueda de la satisfacción de sus derechos en salud. 
 
No obstante lo anterior una de las garantías laborales (por no decir la única) para el 
profesional de la salud es el privilegio de la realidad sobre la forma del contrato con el 
cual se le ha vinculado para que lleve a cabo un servicio personal en la IPS, EPS o ESE, 
donde desarrolla su actividad. 
T e r c e r i z a c i ó n  d e l  R e c u r s o  H u m a n o  y  C o n t r a t o  | 42 
 
  
Sin embargo, y como se ha puntualizado con anterioridad es bastante común dentro 
del mercado de libra comercio o de igualdad competitiva propio de las administradoras 
de salud, bien sea por la imposibilidad económica de asumir cargas laborales o de 
seguridad social, o la mala fe tendiente a evadirlas, que la contratación de personal se 
haga mediante la suscripción de un contrato u orden de prestación de servicios, 
encubriendo un contrato laboral verdadero. 
 
Es común ver pues como la mayoría de los profesionales de la salud médicos, 
enfermeros(as) y auxiliares quedan inmersos dentro de un contrato de prestación de 
servicios indeterminado en el tiempo. Pero entonces, ¿cuándo, realmente, estaremos ante 
un contrato laboral y no de una simple prestación de servicios que se rige, por las normas 
de derecho privado? Para absolver dicho interrogante debemos remitirnos, en primera 
instancia al artículo 22 del código procesal del trabajo, y a la definición del contrato 
laboral como aquel en que “una persona natural se obliga a prestar un servicio personal a 
otra persona, natural o jurídica, bajo la continuada dependencia o subordinación de la 
segunda y mediante remuneración”. De ella se desprenden las claves para responder la 
pregunta anterior. Es decir, sus tres elementos esenciales, que son, para que no quede 
duda, reafirmados por el artículo 23 de esa norma: la prestación de un servicio personal 
de una persona natural a favor de otra natural o jurídica; la continuada dependencia o 
subordinación de quién presta ese servicio y la remuneración. 
  
Entonces, allí donde esos tres componentes se conjuguen, existirá un contrato de trabajo 
y no una prestación de servicios, por más que los interesados hubieren firmado un 
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documento que diga lo contrario. Así lo ordena el numeral 2º del artículo mencionado: 
“Una vez reunidos los tres elementos de que trata este artículo, se entiende que existe 
contrato de trabajo y no deja de serlo por razón del nombre que se le dé ni de otras 
condiciones o modalidades que se le agreguen”. 
 
En igual sentido el artículo 24 hace presumir que toda relación de trabajo personal 
está regida por un contrato de este tipo, Esta presunción general, asume que todo trabajo 
ejecutado de forma personal está regido por un contrato de trabajo, de modo que de 
entrada, cuando una persona desarrolla un trabajo para otra, la ley está presumiendo la 
existencia de un contrato de trabajo, aquí la carga de probar lo contrario en caso de una 
disputa judicial será de quien pretenda asumir que lo que existe es una prestación u orden 
de servicios, prueba ardua en la práctica en el caso en que la subordinación, principal 
factor determinante, esté presente en la relación contractual traducida en la exigencia del 
cumplimiento de órdenes en cualquier momento con relación al modo, tiempo o cantidad 
de trabajo, la imposición de reglamentos por todo el tiempo de duración del contrato, y 
sobre todo, el cumplimiento de horarios. 
 
Así, cuando se firma un contrato de servicios, hay que asegurarse de que en su 
ejecución no exista una subordinación del contratista frente al contratante, ni que exista 
una exigencia expresa en el sentido de que el contrato de servicios deba ser ejecutado 
exclusivamente por el contratista, puesto que se estaría configurando el primer elemento 
del contrato de trabajo. 
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Básicamente, la subordinación es la que entra a definir si lo que existe es un 
contrato de servicios o realidad. 
 
 6.3 Marco Jurídico  
 
Decretos Ley 4588/06 Y 1233/08.  Cooperativas De Trabajo Asociado (Ley 79/88). 
 
A través de la Ley 79 de 1988, el Decreto Ley 4588 de 2006 y la 1233 de 2008, se 
estableció el marco jurídico a todo el sector cooperativo y solidario, regulándose de 
manera precisa las Cooperativas de trabajo Asociado-CTA. 
 
Por medio de la Ley 79 de 1988, se reguló el sistema cooperativo define la 
cooperativa como una empresa asociativa sin ánimo de lucro, en la cual los trabajadores o 
los usuarios, según el caso, son simultáneamente los aportantes y los gestores de la 
empresa, creada con el objeto de producir o distribuir conjunta y eficientemente bienes o 
servicios para satisfacer las necesidades de sus asociados y de la comunidad en general 
(Art. 4º, 6º y 59º, Ley 79/88). 
Esta ley busco dotar al sector cooperativo de un marco propicio para su desarrollo 
como parte fundamental de la economía nacional (Art. 1, Ley79/88). Esencialmente 
define lo que se entiende por interés común, protección de estado y autonomía del 
cooperativismo; define el acuerdo cooperativo y plantea el concepto de “Sin Ánimo de 
Lucro” y establece el destino de sus excedentes a la prestación de servicios de carácter 
social. 
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Ahora bien es importante saber que una empresa asociativa no tiene ánimo de lucro 
cuando cumple los siguientes requisitos: 1. Que establezca la irrepartibilidad de las 
reservas sociales y en caso de liquidación, la del remanente patrimonial y 2. Que destine 
sus excedentes a la prestación de servicios de carácter social, al crecimiento de sus 
reservas y fondos y, a reintegrar a sus asociados parte de los mismos en proporción al 
uso de los servicios o a la participación en el trabajo de la empresa, sin perjuicio de 
amortizar los aportes y conservarlos en su valor real. 
 
Mas adelante y en cumplimiento de las nuevas obligaciones contraídas por 
Colombia con el Fondo Monetario Internacional con la firma del acuerdo “STAND BY” 
en el año 2002, con el cual se adquirió la obligación de hacer una reforma estructural a 
los regímenes laborales y de seguridad social en Colombia, que garantizara la estabilidad 
financiera de todos los modelos aplicados, se expide la ley 4588 de 2006, la cual 
reglamento el funcionamiento de las Cooperativas de trabajo Asociado propiamente 
dicho así como las precooperativas, permitiéndoles desarrollar actividades de producción 
de bienes, ejecución de obras o prestación de servicios. 
Una de las principales novedades introducidas por esta ley es que permite a las 
CTA contratar con terceros la producción de bienes, la ejecución de obras y la prestación 
de servicios, siempre que respondan a la ejecución de un proceso total a favor de otras 
cooperativas o de terceros en general, cuyo propósito final sea un resultado específico. 
 
No obstante y en el caso de que la actividad de la cooperativa sea la prestación de 
servicios a los sectores de salud, transporte, vigilancia y seguridad privada y educación, 
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aquellas deberán ser especializadas en la respectiva rama de la actividad y deberán 
registrarse en la respectiva superintendencia o entidad que regula la actividad. 
 
Ante este panorama y hacia finales del año 2008 se expide en Colombia la ley 1233 
de 2008, la cual surge ante el incremento de las criticas por parte de un gran sector de la 
población y en general trabajadores asociados a dicha institución, sobre la falta de 
cumplimiento en las normas cooperativas por parte de las mismas CTA. La Ley 1233 
precisa los elementos estructurales de las contribuciones a la seguridad social de cada 
trabajador y crean las contribuciones especiales con destino al SENA, al ICBF y a las 
Cajas de Compensación Familiar, punto álgido al interior de las CTA pues las mismas era 
y son utilizadas, en gran medida para evadir los aportes parafiscales de la empresa 
usuaria.  
 
En resumen la ley 1233 de 2008 contempla un control más estricto a las 
Cooperativas y Precooperativas de Trabajo Asociado. 
 
Prohibición De Contratar Personal Permanente A Través De C.T.A. O Bajo Modelos 
De Intermediación (Ley 1429/10 Y 1438/11). 
Dados los beneficios laborales y tributarios que ostentan las CTA, dejando de lado, 
en principio la inexistencia del vínculo laboral con la empresa usuaria,  la vinculación de 
los profesionales de la salud tanto en IPS, EPS y ESE´s,  han puesto en desventaja a los 
trabajadores asociados a la CTA. Sin embargo, la raíz de esta problemática surge en el 
momento en que jurídicamente desaparece la relación laboral, la falta de este vínculo 
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precariza el empleo y al trabajador asociado al negarle su relación laboral, ya que a partir 
de este momento el trabajador deja de percibir una serie de beneficios legales y/o 
extralegales contenidos en la jurisdicción laboral ordinaria.  
 
En esta medida, las CTA son el claro ejemplo de la deslaboralización de reales 
contratos de trabajo, en especial en las administradoras de salud, siguiendo como se ha 
señalado con anterioridad,  un modelo neoliberal donde la primacía del factor económico 
prima sobre el derecho laboral del empelado, lo cual ha afectado directamente a los 
trabajadores y ha sido avalada legalmente por el gobierno y el sector empresarial del país.  
 
Pese a lo anterior un importante cambio ha dado el país en este sentido, de tal suerte 
que gracias a la expedición de la Ley de Formalización y Generación de Empleo (Ley 
1429/10) se estableció a partir del 1° de julio del 2013 la prohibición de contratara través 
de modelos de tercerización la planta de personal permanente de las instituciones 
publicas y privadas, y adicionalmente estableció fuertes sanciones al respecto. 
“Ley 1429 de 2010 Art. 63. Contratación de personal a través de cooperativas 
de trabajo asociado. El personal requerido en toda institución y/o empresa pública 
y/o privada para el desarrollo de las actividades misionales permanentes no podrá 
estar vinculado a través de Cooperativas de Servicio de Trabajo Asociado que hagan 
intermediación laboral o bajo ninguna otra modalidad de vinculación que afecte los 
derechos constitucionales, legales y prestacionales consagrados en las normas 
laborales vigentes. {…} 
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El Ministerio de la Protección Social a través de las Direcciones Territoriales, 
impondrá multas hasta de cinco mil (5.000) s.m.m.l.v., a las instituciones públicas 
y/o empresas privadas que no cumplan con las disposiciones descritas. {…} 
 
Sin embargo dicha normatividad contemplaba su entrada en vigencia a partir del 
primero de Julio de 2012, sin embargo el gobierno nacional, al expedir el Plan Nacional 
de Desarrollo 2010-2014 (L. 1450/11) adelantó la entrada en vigencia de esta última 
norma para el 16 de Junio de 20011. 
 
Ahora bien la ley 1429/10 genéricamente imponían la sanción a Entidades publicas 
y privadas, pero por otro lado con la reforma al sistema general de Seguridad Social En 
salud, Ley 1438 de 2011 establecía las mismas sanciones por intermediación laboral a la 
Entidades publicas de salud, las cuales seria aplicables a partir del 1º de Julio de 2013. 
 
“Art. 103. CONTRATACIÓN DEL PERSONAL MISIONAL 
PERMANENTE. El personal misional permanente de las Instituciones públicas 
Prestadoras de Salud no podrá estar vinculado mediante la modalidad de 
cooperativas de trabajo asociado que hagan intermediación laboral, o bajo 
ninguna otra modalidad de vinculación que afecte sus derechos constitucionales, 
legales y prestacionales consagrados en las normas laborales vigentes.  
PARÁGRAFO TRANSITORIO. Esta disposición entrará en vigencia a partir 
del primero (1o) de julio de dos mil trece (2013).” (Corte Constitucional 
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mediante Sentencia C-901 de 2011, la declaró derogada tácitamente por la ley 
1450, artículo 276)” 
 
Corte Constitucional. Sentencia C-614 de 2009. Magistrado Ponente: Dr. Jorge 
Ignacio Pretelt Chaljub. Septiembre 02 de 2009. 
 
Una de las sentencias marco que fijan  criterio y línea jurisprudencial bajo el cual 
deben mirarse las vinculaciones de trabajadores mediante contrato de prestación de 
servicios, es la sentencia Sentencia C-614 de 2009. Magistrado Ponente: Dr. Jorge 
Ignacio Pretelt Chaljub del 2 de Septiembre de 2009, la cual delimita el campo de la 
relación laboral y de la prestación de servicios, agregando el componente de la función 
permanente como casi integrante de la condición laboral para establecer reales contratos 
de trabajo disfrazados de contratos de prestación de servicios.  
 
En pronunciamientos anteriores la Corte Constitucional ha sentenciado sobre qué se 
considera labor o función permanente para lo cual no basta con identificar los elementos 
propios del contrato laboral, de tal suerte que se ha definido que además de la prestación 
de un servicio, de la subordinación y de un salario se deben tener en cuenta los siguientes 
criterios: 1) Criterio funcional, si la función contratada está referida a las que usualmente 
debe adelantar la entidad pública, será de aquellas que debe ejecutarse mediante vínculo 
laboral; 2) Criterio de igualdad, si las labores desarrolladas son las mismas que las de los 
servidores públicos vinculados en planta de personal de la entidad debe acudirse a la 
relación legal y reglamentaria o al contrato laboral; 3) Criterio temporal o de la 
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habitualidad, si las funciones contratadas se asemejan a la constancia o cotidianidad, que 
conlleva el cumplimiento de un horario de trabajo o la realización frecuente de la labor, 
surge una relación laboral y no contractual, o sea que si se suscriben órdenes de trabajo 
sucesivas, que muestra el indiscutible ánimo de la administración por emplear de modo 
permanente y continuo los servicios de una misma persona, y no se trata de una relación 
o vinculo de tipo ocasional o esporádico, es lógico concluir que nos referimos a una 
verdadera relación laboral; 4) Criterio de la excepcionalidad, si la tarea acordada 
corresponde a actividades nuevas y éstas no pueden ser desarrolladas con el personal de 
planta o se requieren conocimientos especializados o de actividades que, de manera 
transitoria, resulte necesario redistribuir por excesivo recargo laboral para el personal de 
planta, puede acudirse a la contratación pública; pero si la gestión contratada equivale al 
giro normal de los negocios de una empresa debe corresponder a una relación laboral y 
no puramente contractual; 5) Criterio de la continuidad, si la vinculación se realizó 
mediante contratos sucesivos de prestación de servicios pero para desempeñar funciones 
del giro ordinario de la administración, esto es, para desempeñar funciones de carácter 
permanente, la verdadera relación existente es de tipo laboral. 
 
Por otra parte es menester entender el alcance que la Constitución y la ley le han 
dado al llamado Contrato de Prestación de Servicios, y encontramos que para desarrollar 
actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de entidades prestadores 
de servicios de salud,  las entidades recurren a dicha forma de vinculación cuando dichas 
actividades no puedan ser realizadas por personal de planta o porque se requiere de 
conocimientos especializados, aso en el cual eventualmente dichos casos generarían una 
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relación laboral y prestaciones sociales. El interrogante saltaría a la vista en cuanto al 
objeto social de las entidades prestadoras de servicios de salud, la especialidad de los 
servicios ofrecidos y la permanencia de brindar dichos servicios a sus usuarios. Los 
demás requisitos de la relación laboral ya se suponen existentes. 
  
 
Corte Constitucional. Sentencia C-901 de 2011. Magistrado Ponente: JORGE IVÁN 
PALACIO PALACIO. Noviembre 30 de 2011. 
 
En este demanda de inconstitucionalidad contra el parágrafo transitorio del artículo 
103 de la Ley 1438 de 2011, “Por medio de la cual se reforma el Sistema General de 
Seguridad Social en Salud y se dictan otras disposiciones” la Corte consideró que la Ley 
1450 de 20118 (Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014), al derogar expresamente el 
periodo de gracia contenido en el parágrafo del artículo 63 de la Ley 1429 de 2010, de 
paso, derogó tácitamente el periodo de gracia contenido en el artículo 103 de la Ley 
1438 de 2011 que permitía a las entidades públicas de salud, mantener a su personal 
médico y administrativo a través de CTA o bajo otra modalidad de vinculación que afecte 
sus derechos constitucionales, legales y prestacionales consagrados en las normas 
laborales vigentes.  
 
Lo anterior no ofrece mayor relevancia acogiendo la línea jurisprudencial de la 
corte constitucional en materia de protección de los derechos laborales en tanto que para 
la corte constitucional, la protección de las garantías laborales parte de una “triple 
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dimensión: como valor fundante del Estado Social de Derecho, como principio rector del 
ordenamiento jurídico que informa la estructura Social del Estado y que, al mismo 
tiempo, limita la libertad de configuración normativa del legislador, y como un derecho y 
un deber social que goza, de una parte, de un núcleo de protección subjetiva e inmediata 
que le otorga carácter de fundamental y, de otra, de contenidos de desarrollo progresivo 
como derecho económico y social. La protección constitucional del trabajo, que 
involucra el ejercicio de la actividad productiva tanto del empresario como la del 
trabajador o del servidor público, no está circunscrita exclusivamente al derecho a 
acceder a un empleo o de exigirle al Estado el mínimo de condiciones materiales que se 
requieren para proveer su subsistencia en condiciones dignas, sino que, por el contrario, 
es más amplia e incluye, entre otras, la facultad subjetiva para trabajar en condiciones 
dignas, para ejercer una labor conforme a los principios mínimos que rigen las 
relaciones laborales y a obtener la contraprestación acorde con la cantidad y calidad de 
la labor desempeñada.”8 
 
El aspecto relevante de la misma para efectos del presente estudio obedece a la 
particular intervención del ministerio de la protección social donde precisa que en la 
sentencia C-614 de 2009 no se indico que la contratación de prestación de servicios 
profesionales por las cooperativas no está prohibida, además de precisar que éstas deben 
tener como objeto social las actividades permitidas en la ley y no ser utilizadas para 
disimular relaciones de trabajo. Saliendo al paso de la aplicación de la prohibición 
                                                 
8 Corte Constitucional Sentencia C-614 de 2009. Magistrado Ponente: Dr. Jorge 
Ignacio Pretelt Chaljub. Septiembre 2 de 2009. 
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inmediata de la prohibición de mantener a su personal médico y administrativo a través 
de CTA operantes en las ESE del país. 
 
La Corte encontró que si bien el parágrafo transitorio del artículo 103 de la Ley 
1438 de 2011 no fue derogado expresamente por el artículo 276 de la Ley 1450 de 2011 
(Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014), es claro que contempló una modalidad de 
derogación general al establecer que “deroga todas las disposiciones que le sean 
contrarias”, situación que es la que se presenta en este caso.  
 
Al respecto preciso la corte que: “En efecto, la citada derogatoria elimina la 
vigencia diferida de la prohibición de vincular personal misional permanente mediante 
cooperativas de trabajo asociado que hagan intermediación laboral, con independencia 
de si el personal requerido hace parte de una “institución y/o empresa pública y/o 
privada “, razón por la cual es claro para la Corte que tal derogación comprende 
también el parágrafo transitorio que se cuestiona, dado que reprodujo el contenido 
normativo derogado expresamente. En esa medida, es evidente que el Congreso quiso 
suprimir la vigencia transitoria en todo el ámbito laboral, lo cual comprende 
necesariamente al sector de la salud (instituciones públicas prestadoras de salud, IPS). 
La derogatoria tácita hecha por la Ley del Plan Nacional de Desarrollo, implica un 
cambio de legislación respecto de lo regulado por el parágrafo antes vigente9.”  
 
                                                 
9 Corte Constitucional Sentencia C-910 de 2011. Magistrado ponente Jorge Iván 
palacio. Noviembre 30 de 2011. 
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Corte Suprema de Justicia radicación No. 25717. Magistrado Carlos Isaac Nader. 
Agosto 30 de 2006. “Caso Pascualita Epieyú”. 
 
La sentencia de casación de la sala laboral RadicaciónNo. 25717 del 9 de Agosto de 
2006 con ponencia del  Magistrado Carlos Isaac Nader, se constituye el primer 
antecedente de responsabilidad solidaria respecto de una empresa usuaria de uno de los 
modelos de tercerización como lo son las Empresas de Servicios temporales. 
 
Al respecto se señalo con anterioridad que por regla general las EST fungen como 
verdaderos empleadores frente a su personal de planta y los empleados en misión en la 
empresa usuaria. Igualmente y pese a que los medios de labor son de propiedad del 
tercero usuario del servicio, y a que el trabajador es enviado por la EST delegando 
autoridad en la usuaria, la cual se asimila a la figura de la representación del artículo 32 
del Código sustantivo del trabajo10,  estando el trabajador sujeto al régimen laboral propio 
de la empresa; la empresa usuaria en principio no es responsable solidariamente con la 
EST, en cuanto a prestaciones laborales o inmediaciones provenientes de ese vinculo 
laboral.  
 
Sin embargo frente al incumplimiento de la empresa usuaria en cuanto a las 
prohibiciones de contratar con la EST, cuando el cargo o servicios requeridos se ha 
dilatado en el tiempo injustificadamente, la empresa usuaria sí es responsable de las 
obligaciones laborales, con solidaridad de la empresa de servicios temporales. 
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En la sentencia de casación referida, la Corte Suprema de Justicia102 expone: “que 
la superación del término de la contratación de trabajadores en misión, de seis meses 
prorrogables hasta por seis meses más, genera una situación jurídica contractual 
diferente a la ficticiamente contratada, conforme a la cual la empresa usuaria pasa a ser 
el empleador directo de la trabajadora y la empresa de servicios temporales a ser 
deudora solidaria de las acreencias laborales, apoyado en razonamientos  coincidentes 
expuestos en sentencia de 24 de abril de1997, radicación 9435”. 
 
Igualmente señala el alto tribunal “que frente a la contratación fraudulenta, por 
recaer sobre casos distintos para los cuales se permite la vinculación de trabajadores en 
misión, por los artículos 77 de la Ley 50 de 1990 y 13 del Decreto Reglamentario 24 de 
1998, o, también, cuando se presenta el desconocimiento del plazo máximo permitido en 
estos preceptos, sólo se puede catalogar a la empresa de servicios temporales como un 
empleador aparente y un verdadero intermediario que oculta su calidad en los términos 
del artículo 35-2 del C. S. del T., lo cual determina necesariamente que el usuario sea 
ficticio y por ende deba tenerse como verdadero empleador”. 
 
De lo anterior se puede colegir que la solidaridad de la empresa usuaria es 
consecuencia directa del contrato aparente entre el trabajador y la EST cuando aquella 
usuaria incumple con los requisitos exigidos, como por ejemplo en el caso de la 
demandante en referencia Pascualita Epieyú permaneció vinculada a través de una EST a 
la empresa INSTITUTO DE FOMENTO INDUSTRIAL IFI CONCESIÓN DE 
SALINAS Y SERVIVARIOS LTDA, por un periodo superior a los seis(6) meses 
                                                                                                                                                 
10 Corte Suprema de Justicia., Sentencia del 24 de abril de 1997, Rad 9435 
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establecidos en el artículo 13 del Decreto 24 de 1998, plazo máximo permitido en tales 
contratos dada su esencia temporal, por lo que los efectos del contrato laboral se 
extienden a la empresa beneficiaria del servicio como si ella misma hubiera contratado y, 
consecuentemente la EST entrará a responder solidariamente conforme lo dispuesto en el 
artículo 35 de Código Sustantivo del trabajo. 
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7. CONCLUSIONES 
 
El modelo del sistema de seguridad social en salud creado por la ley 100 de 1993 y 
reformado por las leyes 1122 de 2007 y 1438 de 2011entes intervinientes prestadores 
delos servicios de salud, ha fomentado la utilización de modelos de tercerización laboral 
para la vinculación de los trabajadores en el sector de la salud. 
 
Las políticas neoliberales, de globalización económica y reduccionistas del Estado 
así como los sistemas de intermediación laboral, recogidos y reglamentados por las 
reformas laborales de los ultimo 10 años han precarizado las condiciones laborales de los 
profesionales en el sector de la salud, en pro de un modelo de seguridad social que 
privilegia el lucro y la utilidad económica por encima de los derechos laborales de los 
trabajadores y de la satisfacción misma de los derechos en salud de la población. 
 
De la misma manera, y no menos importante, los modelos de tercerización laboral 
han deteriorado calidad de los empleos en cuanto a prestaciones sociales y salarios. 
“Anteriormente la prestación de servicios y de actividades formales eran desarrolladas 
por grandes firmas, antes de iniciarse el proceso de tercerización que llevó al auge de las 
CTA las relaciones laborales eran reguladas por la negociación colectiva y la presencia 
de importantes sindicatos; actualmente, el mercado laboral presentan un exceso de oferta 
de mano de obra poco calificada”11. 
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Los modelos de tercerización laboral  asociados a una reducción permanente de 
costos, no permite ahondar en procesos de reales de regulación y protección del trabajo 
digno, lo cual ha llevado a naturalizar las vinculaciones laborales a través de 
vinculaciones en principio excepcionales y restando capacidad de acción a los agentes de 
control y protección. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                                                                                                                 
11 FARNÉ, Stefano. Las Cooperativas de Trabajo Asociado en Colombia. Observatorio 
del Mercado de Trabajo y la Seguridad Social. Boletín Nº 10. Universidad Externado 
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8. RECOMENDACIONES 
 
 Incrementar los esfuerzos desde el Ministerio de la protección Social, 
encaminados a fortalecer los mecanismos de protección de los derechos laborales 
de los profesionales de la salud en Colombia, a través de mecanismos de 
participación que involucren a las agremiaciones del sector, con lo cual se inste 
Ministerio ha proscribir categóricamente toda forma de vinculación al sector de la 
salud que implique la utilización de cualquier modelos de flexibilización laboral.  
 
 Generar los espacios de participación donde se congreguen los actores del sector 
salud para plantear un  nuevo modelo de desarrollo en el sistema general de salud 
donde se considere no sólo la economía sino también al desarrollo social, como 
indicador de un mejor perfil económico para el país.  
 
 Una nueva reforma en materia de cooperativismo y promoción del empleo donde 
se obligue a las CTA a reinvertir totalmente los recursos generados,  retornando a 
sus trabajadores asociados beneficios sociales, económicos y educativos, de 
manera real y cuantificable permitiendo certificar a la empresa cooperativa en su 
objeto social. 
 
 
 
                                                                                                                                                 
de Colombia. 2007. 
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